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… 
Artículo 75 .- Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 643 de la Ley N° 15.809, de 8 abril 
de 1986, en la redacción dada por el artículo 7 de la Ley N° 19.333, de 31 de julio de 2015, por los 
siguientes: 
"A partir del 1° de enero de 2018, la Dirección General Impositiva tendrá a su cargo la recaudación, 
administración y fiscalización del impuesto anual de enseñanza primaria. Las mismas facultades serán 
ejercidas con relación a las obligaciones devengadas con anterioridad a la referida fecha. La 
Administración Nacional de Educación Pública conservará las funciones de administración únicamente de 
aquellas obligaciones tributarias determinadas con anterioridad al 1° de enero de 2018, que se encuentren 
en plazo de ser recurridas administrativamente, que tengan recursos administrativos pendientes de 
resolución, o, que se hallen con un proceso jurisdiccional en trámite, cuya cartera contenciosa continuará 
siendo gestionada por dicho organismo. El Poder Ejecutivo establecerá las condiciones en que regirá lo 
dispuesto en este inciso. 
Facúltase a la Dirección General Impositiva a hacer públicos total o parcialmente, todos los datos 
consignados en el acto de determinación (factura), de los padrones gravados con el Impuesto Anual de 
Enseñanza Primaria, incluyendo la identificación del padrón, así como el monto de las correspondientes 
obligaciones tributarias, a la fecha de la respectiva comunicación. La referida facultad comprende 
asimismo el historial de pagos de cada padrón, incluyendo fecha, monto y concepto". 
… 
Artículo 77.- Sustitúyese el artículo 641 de la Ley N° 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 
"ARTÍCULO 641.- Los escribanos no podrán autorizar ninguna enajenación de bienes inmuebles sin que 
se les justifique el pago de la totalidad del Impuesto Anual de Enseñanza Primaria, incluyendo el ejercicio 
en curso, o su exoneración. 
A tales efectos la Dirección General Impositiva emitirá una constancia de estar al día con el impuesto o 
de que el inmueble en cuestión no se haya alcanzado por el mismo. 
La omisión de esta obligación por parte de los escribanos, aparejará su responsabilidad solidaria respecto 
del impuesto que pudiera adeudarse. 
El Registro de la Propiedad - Sección Inmobiliaria, no inscribirá documentos sin la constancia de estar al 
día con el impuesto. 
El Poder Ejecutivo determinará la fecha a partir de la cual comenzará a regir la presente disposición". 
… 
Artículo 100.- Sustitúyese el artículo 14 de la Ley N° 17.234, de 22 de febrero de 2000, por el siguiente: 
"ARTÍCULO 14 (Inspección, monitoreo y contralor).- Los propietarios de los padrones ubicados en áreas 
naturales protegidas o sus zonas adyacentes, incorporadas al Sistema Nacional de Áreas Naturales 
Protegidas, así como los administradores de dichas áreas, estarán obligados a permitir el ingreso a los 
mismos, con fines de inspección, monitoreo y contralor, al personal debidamente identificado de la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente, así como al personal de los administradores de áreas naturales 
protegidas específicamente habilitados por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, debidamente identificados, en el ejercicio de sus funciones de contralor y custodia de las áreas 
respectivas. 
Dicho personal, en el ejercicio de sus funciones de contralor y custodia de las áreas respectivas, podrá 
disponer las medidas cautelares de intervención y secuestro administrativo de los objetos o productos del 
ilícito, así como de los elementos empleados para la comisión del mismo, dando cuenta de inmediato al 
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administrador del área natural protegida en cuestión, así como al Juzgado de Paz correspondiente, y 
estando a lo que éstos resuelvan. 
El personal mencionado podrá requerir directamente del Ministerio del Interior o de la Prefectura 
Nacional Naval, en su caso, el auxilio necesario para el cumplimiento de sus funciones y la adecuada 
defensa del área natural protegida correspondiente". 
… 
Artículo 133.- Establécese que todas las referencias contenidas en la Ley N° 16.871, de 28 de setiembre 
de 1997, sus modificativas y concordantes, a las firmas que deben constar en documentos, minutas o 
certificados registrales, tanto de particulares, autoridades públicas y funcionarios de la Dirección General 
de Registros, deben entenderse equivalentes a la firma electrónica avanzada, regulada por la Ley N° 
18.600, de 21 de setiembre de 2009, en todos sus aspectos. 
Facúltase a la Dirección General de Registros a disponer, por resolución fundada: 
A) La puesta en funcionamiento en forma gradual, del empleo de la firma electrónica avanzada, 
definiendo las etapas respectivas. 
B) La implementación del sistema de minuta electrónica, considerándose ésta debidamente firmada, 
al amparo de lo establecido en el inciso segundo del artículo 92 de la Ley N° 16.871, de 28 de setiembre 
de 1997, cuando haya sido enviada digitalmente y recibida por dicha Dirección General. Cuando el 
sistema informático lo permita, podrá considerarse suficiente, la presentación de la minuta en formato 
electrónico, no siendo necesaria a partir de ese momento, la entrega de la minuta en formato papel. Se 
considerará firmante de la minuta electrónica al usuario emisor de la misma. 
Artículo 134.- Los Registros de base subjetiva, de la Dirección General de Registros del Ministerio de 
Educación y Cultura, ordenarán sus registros por el nombre y documento identificatorio de las personas 
físicas o jurídicas afectadas por las inscripciones solicitadas, siendo ambos elementos la base de 
inscripción e información. 
Artículo 135.- Dispónese que a efectos de la matriculación de la propiedad horizontal constituida, 
prevista en el artículo 13 de la Ley N° 16.871, de 28 de setiembre de 1997, se inscribirá el plano de 
fraccionamiento horizontal toda vez que no corresponda la inscripción del reglamento de copropiedad. 
Artículo 136.- Agrégase al artículo 43 de la Ley N° 16.871, de 28 de setiembre de 1997, el siguiente 
inciso: 
"En tales casos, la Dirección General de Registros expedirá con el valor establecido en el artículo 73 de la 
Ley N° 16.871, de 28 de setiembre de 1997, la información de los asientos existentes desde el año 1969 
inclusive. Respecto de los asientos anteriores, la información que se brinde tendrá carácter meramente 
informativo". 
Artículo 137.- Dispónese la realización de un Censo Nacional de Asociaciones Civiles y Fundaciones, 
que llevará a cabo el Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura", quien establecerá la duración, el 
período temporal con relación a la aprobación o reformas de estatutos, forma de ejecución, datos a censar 
y forma de acreditación de registro. 
El registro en el mencionado Censo Nacional de Asociaciones Civiles y Fundaciones será obligatorio y 
deberá realizarse dentro del plazo que se establezca, quedando suspendida la personería jurídica de las 
Asociaciones Civiles y Fundaciones omisas vencido el plazo de presentación y hasta tanto no se realice el 
registro en forma tardía, según lo determine el Ministerio de Educación y Cultura. 
Una vez vencido el plazo de inscripción tardía sin haberse producido el registro, se podrá disponer la 
cancelación de la personería jurídica. 
Todas la Asociaciones Civiles y Fundaciones, deberán acreditar su inscripción en el Censo Nacional de 
Asociaciones Civiles y Fundaciones, para la realización de cualquier tipo de trámite o gestión ante la 
Administración Pública. 
…  
Artículo 157.- Sustitúyese el artículo 161 de la Ley N° 18.407, de 24 de octubre de 2008 en la redacción 
dada por el artículo 604 de la Ley N° 18.719, de 27 de diciembre de 2010, por el siguiente: 
"ARTÍCULO 161.- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tendrá las 
más amplias facultades de investigación sobre la actuación de los institutos de asistencia técnica, 
pudiendo disponer la inhabilitación para la suscripción de nuevos contratos, la suspensión de su 
personería jurídica por un plazo que no podrá exceder de un año, así como el retiro de la misma, en los 
casos en que se constate alguna de las siguientes causales: 
A) Por exceder los topes fijados legalmente en la percepción de las retribuciones de sus servicios. 
B) Por insolvencia técnica determinada por técnicos de dicho Ministerio. 
C) Por realizar o respaldar actividades contrarias a la finalidad cooperativa o actuar en cualquier 
forma al servicio de terceros, en perjuicio del interés de las cooperativas asistidas. 
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D) Por omisiones incurridas en el cumplimiento de las obligaciones impuestas por la 
reglamentación a los servicios que obligatoriamente deben prestar a las cooperativas que contraten sus 
servicios. 
E) Por no presentar la documentación que le sea requerida por el citado Ministerio, en los plazos 
que éste determine, siempre que tenga relación con la competencia legal del mismo, o por presentar la 
documentación 
contable sin cumplir con las normas legales o reglamentarias correspondientes. 
El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá aplicar multas a los citados 
institutos, cuando se comprueben apartamientos a las normas que regulan su actuación, las que, en 
función de la gravedad de los mismos, no podrán ser inferiores a 10 UR (diez unidades reajustables) ni 
mayores a 1.500 UR (mil quinientas unidades reajustables). 
Los socios, directores y administradores de los institutos de asistencia técnica sancionados, así como a los 
técnicos que hubieren tenido intervención directa en los hechos objeto de sanción, serán solidariamente 
responsables en el pago de las multas. El Ministerio podrá compensar el monto de las mismas, con 
honorarios profesionales que el instituto sancionado tuviera para percibir. 
Sin perjuicio de lo expuesto, el Ministerio podrá disponer la inhabilitación de los socios, directores, 
administradores y técnicos referidos, quienes, en tal caso, no podrán intervenir en ningún otro instituto de 
igual naturaleza. 
Si la sanción aplicada al instituto fuera únicamente una multa, la inhabilitación referida en el inciso 
anterior finalizará con el pago de la multa. 
En los casos de inhabilitación del instituto o de suspensión de su personería jurídica, la inhabilitación de 
los socios, directores, administradores y técnicos tendrá igual duración que estas sanciones. 
Cuando se constatare que las mismas personas físicas participaren en reiteradas infracciones a las normas 
vigentes, en uno o varios institutos de asistencia técnica, el citado Ministerio podrá disponer su 
inhabilitación hasta un máximo de cinco años. 
El Ministerio o la Dirección Nacional de Vivienda podrán requerir a los institutos la presentación de 
cualquier clase de documentación referida al cumplimiento de sus cometidos y la lista debidamente 
actualizada de sus técnicos. El incumplimiento de ello habilitará la aplicación de sanciones pecuniarias.  
En los casos que, en ejercicio de las atribuciones conferidas en este artículo, se dispusiera la suspensión o 
el retiro de la personería jurídica de un instituto de asistencia técnica, el Ministerio deberá remitir 
testimonio del acto administrativo al Registro Público correspondiente, que procederá a su inscripción sin 
más trámite, con independencia de la modalidad societaria con que se hubiera constituido el instituto. 
Lo dispuesto en el inciso anterior también será de aplicación a los actos administrativos dictados por 
dicho Ministerio con anterioridad a la vigencia de la presente ley. 
Derógase el artículo 394 de la Ley N° 18.362, de 6 de octubre de 2008". 
… 
Artículo 163.- Sustitúyese el artículo 4° de la Ley N° 17.234, de 22 de febrero de 2000, por el siguiente: 
"ARTÍCULO 4°. (De las áreas de conservación o reserva departamentales).- Son áreas de conservación o 
reservas departamentales aquellas que fueran declaradas como tales por los Gobiernos Departamentales, 
las que podrán ser incorporadas al Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Poder 
Ejecutivo, de conformidad con lo dispuesto por la presente ley. 
Asimismo, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá declarar áreas 
de conservación o reservas privadas a solicitud de los propietarios de las mismas, de conformidad con la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 
Serán causales de revocación de la declaración de área de conservación o reservas privadas: 
A) La falta de cumplimiento por parte de los propietarios, de las condiciones que establezca dicha 
Secretaría de Estado. 
B) La incorporación de las mismas al Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas, de 
conformidad con lo dispuesto por la presente ley". 
Artículo 164.- Sustitúyese el artículo 9° de la Ley N° 17.234, de 22 de febrero de 2000, por el siguiente: 
"ARTÍCULO 9°. (Oferta de venta).- Cuando los padrones ubicados en áreas y zonas adyacentes del 
Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas, sean de propiedad privada, antes de ser enajenados, 
deberán ser ofrecidos al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, el que 
tendrá preferencia para la compra por igual valor y plazo de pago y dispondrá de un plazo de sesenta días 
para manifestar si acepta o no dicho ofrecimiento, vencido el cual sin que se pronunciare, se tendrá por 
rechazado el mismo. 
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La obligación preceptuada precedentemente regirá también para el caso de enajenaciones forzosas y no 
regirá con respecto a dicha Secretaría de Estado, la necesidad de consignar seña de especie alguna como 
garantía de ejecución del contrato que se hubiere podido pactar. 
Dicho plazo se suspenderá cuando se requiera del oferente la corrección, complementación o ampliación 
de información, dejándose constancia en el expediente, y confiriéndose vista al mismo. 
Expresada la voluntad de aceptación de la oferta, se dispondrá de un plazo de noventa días para celebrar 
el contrato de compraventa, caducando automáticamente las promesas de compraventa preexistentes 
respecto a los padrones objeto de la operación, procediendo los Registros Públicos a cancelar las 
inscripciones que de aquellas existieren, a simple solicitud del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 
Si el propietario no cumpliera con esta obligación, será pasible de la multa prevista en el artículo 35 de la 
Ley N° 11.029, de 12 de enero de 1948 y modificativas". 
Artículo 165.- Sustítúyese el artículo 12 de la Ley N° 17.234, de 22 de febrero de 2000, por el siguiente: 
"ARTÍCULO 12. (Planes de manejo).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, a propuesta de la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente, establecerá las directrices y planes generales para las áreas naturales protegidas y sus zonas 
adyacentes. 
Los administradores de áreas naturales protegidas, contarán con el plazo de dos años desde el inicio de su 
gestión, para presentar al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, para su 
aprobación, los planes de manejo que se propongan ejecutar en el área y su zona adyacente, de 
conformidad con las directrices y planes generales. El plazo antes referido podrá ser prorrogado por dicha 
Secretaría de Estado, a solicitud expresa del administrador del área natural protegida correspondiente. 
Los planes de manejo una vez aprobados, constituyen normas de observación obligatoria para cualquier 
actividad, construcción u obra que se desarrolle dentro de las respectivas áreas naturales protegidas y sus 
zonas adyacentes. 
Sin perjuicio de ello, cuando así estuviera dispuesto serán de aplicación las disposiciones de la Ley N° 
16.466, de 19 de enero de 1994 y normas reglamentarias". 
Artículo 166.- Sustitúyese el artículo 16 de la Ley N° 17.234, de 22 de febrero de 2000, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 
"ARTÍCULO 16. (Fondo de Áreas Protegidas).- Créase el Fondo de Áreas Protegidas destinado al 
cumplimiento de los fines de la presente ley, del cual el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente tendrá la titularidad y disponibilidad del mismo, y que se integrará con los siguientes 
recursos: 
A) Los provenientes de tributos, transferencias de Rentas Generales o Endeudamiento Externo, que 
tengan por destino el financiamiento de proyectos relativos al Sistema Nacional de Áreas Naturales 
Protegidas. 
B) El producido total de la venta de publicaciones científicas relativas a las áreas naturales 
protegidas, libros o material de divulgación, objetos recordatorios, artesanías locales, y otros. 
C) El producido total de toda clase de proventos que deriven de la gestión de las áreas naturales 
protegidas. 
D) El producido de las multas y decomisos derivados de infracciones a las normas de la presente 
ley. 
E) Las herencias, legados o donaciones recibidos con un fin específico o que tengan como 
contenido la preservación o defensa de las áreas naturales protegidas. 
F) El producto de las inversiones que se efectúen con este Fondo. 
G) Otros recursos que se le asignen por vía legal". 
Artículo 167.- Sustitúyese el artículo 18 de la Ley N° 17.234, de 22 de febrero de 2000, por el siguiente: 
"ARTÍCULO 18. (Sanciones).- Las infracciones a lo dispuesto en la presente ley serán sancionadas por el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de conformidad con lo establecido 
en los artículos 6 de la Ley N° 16.112, de 30 de mayo de 1990, y 15 de la Ley N° 17.283, de 28 de 
noviembre de 2000, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 de dicha ley, y en los artículos 453 y 
455 de la Ley N° 16.170, de 28 de diciembre de 1990". 
Artículo 168.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 6° de la Ley N° 16.112, de 30 de mayo de 1990, 
en la redacción dada por el artículo 366 de la Ley N° 17.930, de 19 de diciembre de 2005, por el 
siguiente: 
"ARTÍCULO 6°.- El Inciso 14 "Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente" 
controlará el cumplimiento de las actividades públicas o privadas con las normas de protección al 
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ambiente. Los infractores serán pasibles de multas desde 10 UR (diez unidades reajustables) hasta 50.000 
UR (cincuenta mil unidades reajustables), sin perjuicio de lo dispuesto por otras normas aplicables". 
Artículo 169.- Las infracciones administrativas que se cometan contra las normas de protección del 
ambiente prescriben a los ocho años cuando se tratare de infracciones consideradas graves, y a los cinco 
años respecto de las restantes. 
Los plazos de prescripción referidos se computarán desde el día en que la infracción se hubiese cometido, 
desde su terminación si fuese continuada, o desde que pudo ser detectado el daño producido al ambiente 
si sus efectos no fuesen manifiestamente perceptibles. 
Las sanciones administrativas, correspondientes a las infracciones previstas en este artículo, prescribirán a 
los cuatro años, a contarse desde el día siguiente a aquel en que quede firme el acto administrativo por el 
que se imponga la sanción. 
Los plazos anteriores no son de aplicación respecto de otras medidas no sancionatorias, que sean de 
aplicación ante infracciones a las normas de protección del ambiente, tales como las medidas 
complementarias previstas por el artículo 14 de la Ley N° 17.283, de 28 de noviembre de 2000. 
Artículo 170.- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, cuando 
corresponda la imposición de sanciones por infracción a las normas de protección de la fauna, podrá, en 
forma acumulativa con otras sanciones, proceder al decomiso de las armas, artes de caza y equipos para el 
depósito y conservación de los frutos de la caza, cualquiera sea la gravedad de la infracción, y el 
propietario de los mismos, sin perjuicio de lo dispuesto en el literal C) del artículo 15 de la Ley N° 
17.283, de 28 de noviembre de 2000. 
…. 
Artículo 271.- Sustitúyese el artículo 3, de la Ley N° 16.524, de 25 de julio de 1994, en la redacción dada 
por el artículo 754 de la Ley N° 19.355, de 19 de diciembre de 2015, por el siguiente: 
"ARTÍCULO 3.- El Fondo se integrará mediante una contribución especial (artículo 13 del Código 
Tributario) efectuada por los egresados de la Universidad de la República, del nivel terciario del Consejo 
de Educación Técnico-Profesional y de la Universidad Tecnológica, cuyos ingresos mensuales sean 
superiores a  8 BPC (ocho Bases de Prestaciones y Contribuciones). Dicha contribución especial 
deberá ser pagada a partir de cumplido el quinto año del egreso, hasta que se verifique alguna de las 
siguientes condiciones: 
A) Que el contribuyente acceda a una jubilación. 
B) Que transcurran veinticinco años desde el comienzo de la aportación. 
C) Que el contribuyente presente una enfermedad física o psíquica irreversible que lo inhabilite a 
desempeñar cualquier tipo de actividad remunerada. 
D) Que el contribuyente cumpla setenta años de edad. 
El monto de la contribución se determinará atendiendo a la duración de la carrera del egresado, apreciada 
a la fecha de promulgación de la presente ley y a la cantidad de años transcurridos desde el egreso, de tal 
forma que: 
A) Los egresados cuyas carreras tengan una duración inferior a cuatro años, aportarán anualmente 
una contribución equivalente a 0,5 BPC (media Base de Prestaciones y Contribuciones) entre los cinco a 
nueve años desde el egreso y una contribución equivalente a 1 BPC (una Base de Prestaciones y 
Contribuciones) a partir de cumplidos los diez años desde el egreso. 
B) Los egresados cuyas carreras tengan una duración igual o superior a cuatro años, aportarán 
anualmente una contribución equivalente a 1 BPC (una Base de Prestaciones y Contribuciones) entre los 
cincos y nueve años desde el egreso y una contribución equivalente a 2 BPC (dos Bases de Prestaciones y 
Contribuciones) a partir de cumplidos los diez años desde el egreso. 
La reglamentación dictada por el Poder Ejecutivo establecerá los requisitos necesarios que deberán 
cumplir quienes perciban ingresos inferiores a los establecidos en el inciso primero de este artículo, para 
justificar los mismos, así como la información que deberán suministrar los organismos públicos para el 
efectivo cumplimiento de lo dispuesto. En caso de incumplimiento de los requisitos formales establecidos 
por la reglamentación, el egresado será sancionado con una multa de hasta 0,5 BPC (media Base de 
Prestaciones y Contribuciones) por ejercicio, con un máximo de 2 BPC (dos Bases de Prestaciones y 
Contribuciones) por ejercicios acumulados. 
Los contribuyentes pagarán la contribución directamente ante el Fondo de Solidaridad en las formas que 
este indique, excepto los afiliados a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, 
que se encuentren con declaración de ejercicio, quienes realizarán su aporte ante dicho organismo 
previsional, en forma conjunta e indivisible con sus aportes a la seguridad social. 
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La contribución podrá ser pagada anualmente o en cuotas, en las condiciones que establezca la 
reglamentación dictada por el Poder Ejecutivo, el que queda facultado para establecer pagos anticipados 
en el ejercicio. 
El Fondo de Solidaridad expedirá a solicitud de los contribuyentes no afiliados a la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de Profesionales Universitarios y Caja Notarial de Seguridad Social, certificados que acrediten 
estar al día con la contribución especial, con vigencia hasta el 31 de marzo siguiente. En el caso de los 
contribuyentes afiliados a dichas Cajas, las constancias de situación regular de pagos emitidas por estos 
organismos previsionales acreditarán a la vez el cumplimiento de obligaciones para con el Fondo de 
Solidaridad, los que se expedirán salvo que estos organismos hayan sido informados por parte del Fondo 
de Solidaridad de que determinados contribuyentes no se encuentran al día.  
Las entidades públicas o privadas deberán exigir anualmente a los sujetos pasivos de esta contribución 
especial, la presentación de la constancia referida en el inciso anterior. De no mediar tal presentación, las 
entidades mencionadas quedan inhabilitadas para pagar el 50% de facturas por servicios prestados, 
sueldos, salarios o remuneraciones de especie alguna, hasta un tope de 40 BPC (cuarenta Bases de 
Prestaciones y Contribuciones), a los sujetos pasivos titulares del derecho. La inobservancia de lo 
preceptuado será considerada falta grave en el caso del funcionario público que ordene y/o efectúe el 
pago. 
Asimismo, la entidad que incumpla con lo previsto será solidariamente responsable por lo adeudado. 
El Banco de Previsión Social y las demás entidades previsionales no podrán dar curso a ninguna solicitud 
de jubilación o retiro sin exigir la presentación de la constancia de estar al día con la contribución". 
Artículo 272.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 8° de la Ley N° 16.524, de 25 de julio de 1994, 
en la redacción dada por el artículo 754 de la Ley N° 19.355, de 19 de diciembre de 2015, por el 
siguiente: 
"Los gastos de administración y funcionamiento del Fondo de Solidaridad no podrán insumir más de un 
7% (siete por ciento) de los ingresos brutos del ejercicio inmediato anterior, actualizados por el Índice 
General de los Precios del Consumo elaborado por el Instituto Nacional de Estadística. A partir del 1° de 
enero de 2020, el porcentaje destinado a gastos de administración y funcionamiento del Fondo no 
superará el 5% (cinco por ciento)". 
… 
 
Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de setiembre de 2017. 
 
Montevideo, 25 setiembre de 2017. 
Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el Registro Nacional de Leyes y 
Decretos, la Ley por la que se aprueba la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, 
correspondiente al Ejercicio 2016. 
 


